11
2008-00114-01

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO

[image: image1.png]



PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Febrero cinco de dos mil nueve.
Acta número 0005 de Febrero 6 de 2009 

Siendo las diez y treinta de la mañana (10:30 a.m.) se da inicio a la audiencia pública dentro de la que habrá de resolverse la apelación presentada por el apoderado judicial de la parte demandada, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Descongestión Laboral del Circuito de esta capital el 10 de noviembre de 2008, en el proceso ordinario que AMANDA NELLY ZULETA BERRIO promueve en contra de la TERMINAL DE TRANSPORTES DE PEREIRA S.A.
En sesión previa, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó el magistrado ponente, el cual corresponde a la siguiente,

SENTENCIA   

Por intermedio de defensora pública designada en amparo de pobreza, pretende la actora que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre las partes y la nulidad del despido unilateral hecho por la sociedad empleadora y, consecuentemente, se disponga el reintegro de la trabajadora a su sitio de trabajo desde el 20 de junio de 2007, así como el pago de salarios y prestaciones sociales dejadas de percibir en este período más la indemnización moratoria por cada día de demora desde la fecha de terminación del contrato y hasta cuando se verifique el pago y las costas procesales.

El fundamento fáctico de las pretensiones, radica en que:

La promotora del pleito se vínculo laboralmente con la sociedad demandada desde el 21 de junio de 1988 hasta el 20 de junio de 2007, desempeñando funciones de aseo y servicios generales, cumpliendo sus labores en turnos de 8 horas en las instalaciones de la rea del proceso.

Desde el 12 de mayo de 2006 la actora viene siendo incapacitada por presentar inflamación en las manos y la columna lumbar, permaneciendo a la fecha de presentación de la demanda.

El 31 de mayo de 2007, la Gerente de la Terminal dio por terminado el vínculo laboral, en razón a presentar la mencionada discapacidad para ejecutar la labor encomendada, sin mediar autorización para el efecto del Ministerio de la Protección Social.

De conformidad con el artículo 26 de la Ley 361 de 1997, era indispensable la autorización de la cartera ministerial para ejecutar el despido, por lo que ante su ausencia, se solicitó por vía de tutela el reintegro, siendo positivo en ambas instancias, como una medida provisional, exigiéndole a la actora que en un término de 4 meses iniciara la acción laboral pertinente.

Mediante auto del 8 de febrero del año que antecede, se admitió la demanda y se dio traslado a la entidad accionada, la que por medio de procuradora judicial constituida para el efecto, allegó respuesta, manifestándose respecto de todos y cada uno de los hechos, respecto de las pretensiones, solicita que no sean tenidas en cuenta y como medios defensivos de fondo los de “Cosa juzgada”, “Improcedibilidad de la acción”, “Acción de supuestos fácticos” e “Inexistencia de la obligación a cargo del Terminal de Transportes de Pereira”.
Seguidamente se adelantó la audiencia establecida en el canon 77 del Estatuto Procesal Laboral, sin que se lograra la composición del asunto por la vía conciliatoria ante la inasistencia de la parte que soporta la acción, lo que le valió las sanciones procesales respectivas, como lo es tener por ciertos los hechos susceptibles de confesión contenidos en el libelo genitor. No se adoptó ninguna medida de saneamiento y las bases fácticas del litigio no se modificaron. Se procedió al decreto de las pruebas que interesaron a las partes, consistentes en documentales y testimoniales que se agotaron a plenitud en las audiencias de trámite.

El expediente se remitió al Juzgado Primero de Descongestión Laboral del Circuito, de conformidad con lo enunciado en el Acuerdo 5053 de 2008 expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, célula judicial que profirió el fallo respectivo, accediendo a las pretensiones de la demanda, en lo tocante al reintegro en su cargo desde el 20 de junio de 2007 inclusive y el pago de los emolumentos prestacionales que se hubieren generado. Lo anterior, en aplicación de la Ley 361 de 1997 y la sentencia C-531 de 2000 de la Corte Constitucional.
En el acto, la apoderada de la entidad demandada interpuso recurso de apelación, manifestando que no está de acuerdo con la orden de reintegro impartida, pues resalta que la demandante viene vinculada en su cargo desde el 24 de julio de 2007 con el mismo contrato a término indefinido, además se le vienen pagando todas y cada una de las prestaciones que se causan, mas no los salarios, pues la señora no se ha presentado a trabajar.
Depreca que se ordene el desembolso de unos dineros que se causaron con la terminación del contrato de trabajo.
Solicita que se absuelva de la condena en costas a la entidad demandada, toda vez que la generadora del proceso viene vinculada y disfrutando de sus prestaciones legales.
Finalmente pide que se tengan en cuenta que el ente accionado canceló un año más de lo que establece la ley en cuanto a su salario, pues le siguió pagando el 100%, cuando la incapacidad superó los 180 días y seria injusto que no se haga este reconocimiento.

El recurso fue concedido y las diligencias se remitieron a esta instancia, surtiéndose el trámite que corresponde a la instancia.

Se procede a resolver lo que corresponda, previas las siguientes,  

CONSIDERACIONES

Competencia.

Esta Corporación es competente para resolver la apelación, en virtud de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico planteado.

Los puntos que generan la discordancia de la censora frente al fallo de primer grado, tienen que ver con la orden de reintegro hecha por la Juez a-quo y por las prestaciones sociales que se le ordenó pagar, para lo cual deberá detenerse la Sala en el estudio de los efectos temporales o transitorios de la acción de tutela, dadas las especiales circunstancias que regulan el caso. Así mismo, se analizará lo tocante a la condena en costas.
En cuanto al primero de los puntos, esto es, el reintegro de la trabajadora a la planta de personal de la entidad que soporta la acción, la Sala considera lo siguiente:

La Ley 361 de 1997, como desarrollo del mandato constitucional de protección a los sujetos de especial protección constitucional, contenido en el artículo 13 superior, estableció una “estabilidad laboral reforzada” para las personas que tienen o adquieren una discapacidad fisica. El artículo 26 de dicha obra legal, a tenor literal, establece:

“En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo.
No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren”. (Negrillas y rayas por fuera del texto original). 
Contempla el inciso segundo del trascrito canon una indemnización, como medida paliativa de la desvinculación desautorizada, la cual alcanza los 180 días de salario. Sin embargo, encontró la Corte Constitucional que dicha cifra no constituye una medida suficiente para la expiación de la omisión patronal, por lo que declaró tal norma exequible, pero bajo el entendido de que el despido producido en esos términos no producía efectos jurídicos, lo que abrió paso a que se solicitara el reintegro al cargo.

En aquella oportunidad, el Tribunal Constitucional expresó lo siguiente:

“Constituye, entonces, lo antes reseñado un criterio guía para la resolución del caso sub examine, con el cual se alcanzan los siguientes resultados:

i.) Efectivamente, la indemnización establecida en el inciso 2o. del artículo 26 de la Ley 361 de 1997 presenta una constitucionalidad cuestionable en virtud de la insuficiencia para garantizar la estabilidad laboral reforzada que se predica de los trabajadores discapacitados.

ii.) Dicho mecanismo indemnizatorio no otorga eficacia jurídica al despido o terminación del contrato sin autorización previa del funcionario del trabajo, sino que constituye una sanción adicional para el patrono que actúa contradiciendo la protección de la estabilidad laboral reforzada de los minusválidos. Es decir, como lo anunciara uno de los intervinientes [
], la indemnización de esa forma descrita torna en económica una obligación de hacer incumplida.
(…)
En consecuencia, la Corte procederá a integrar al ordenamiento legal referido los principios de respeto a la dignidad humana, solidaridad e igualdad (C.P., arts. 2o. y 13), así como los mandatos constitucionales que establecen una protección especial para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos (C.P., arts. 47 y 54), de manera que, se procederá a declarar la exequibilidad del inciso 2o. del artículo 26 de la Ley 361 de 1997, bajo el entendido de que el despido del trabajador de su empleo o terminación del contrato de trabajo por razón de su limitación, sin la autorización de la oficina de Trabajo, no produce efectos jurídicos y sólo es eficaz en la medida en que se obtenga la respectiva autorización. En caso de que el empleador contravenga esa disposición, deberá asumir además de la ineficacia jurídica de la actuación, el pago de la respectiva indemnización sancionatoria”
(destacado de la Sala).

Estableció la Corte, por vía de sentencia interpretativa, un sentido constitucional de la norma referida, el cual consiste en que, el despido efectuado sin el lleno del requisito de autorización por parte de la autoridad administrativa competente, convierte la terminación del contrato en ineficaz, es decir, no produce ningún tipo de efecto jurídico, calidad que no es subsanable ni siquiera con el pago de la indemnización de 180 días allí establecida, que se convierte más en una medida expiatoria parcial de los perjuicios causados con la culminación indebida,, quedando el camino abierto para que se pueda solicitar el reintegro al cargo, por medio de la vía judicial competente, además de la indemnización referida.
Ahora, ese reintegro al cargo, bajo especiales circunstancias de afectación grave a derechos fundamentales, puede solicitarse en sede de tutela, como se hizo en el asunto que ocupa la atención de la Colegiatura, caso en el cual, en virtud del carácter subsidiario que ostenta tal mecanismo de protección y en virtud del cual no puede sustituir las acciones legales pertinentes establecidas por el legislador, la decisión de reintegro dada en sede constitucional ostenta un carácter transitorio, esto es, limitado por un tiempo prudencial para que se inicien la reclamación por la vía judicial correspondiente.

Esa medida transitoria puede, en virtud del proceso judicial ordinario, convertirse bien en una medida definitiva o declararse improcedente, según lo que se desprenda del proceso judicial, pero en todo caso, es por esa vía en que ha de darse una solución definitiva al asunto.

Y es precisamente esa la hipótesis que encuentra la Colegiatura en el caso presente, es decir, la intención no era otra distinta a que, esa medida de reintegro transitoria dispuesta por los jueces Cuarto Civil Municipal y Tercero Civil del Circuito de esta capital, actuando como dispensadores de justicia constitucional, adquiriera un carácter definitivo a través de una orden del Juez investido para ello, que en este caso es el laboral.

De ahí que para la Sala resulte incomprensible la sustentación del recurso de apelación presentado, en la medida en que la portavoz judicial pretende que se niegue la orden de reintegro dispuesta en el fallo proferido por la Juez de Descongestión, basada en que la misma se ha hecho ya efectiva. La reposición del cargo que se materializó en la Resolución No. 225-07 –fls. 71 y ss-, tiene un carácter transitorio, pues como el mismo acto administrativo lo refiere en su encabezado y en su cuerpo considerativo, se da cumplimiento a una sentencia de tutela, que dispuso una orden temporal, siendo necesario que, sobre el asunto, se adoptare una medida definitiva que, de acuerdo con lo devenido, no podía ser otra distinta al reintegro al cargo, como en efecto se ordenó.

Respecto al pago de los salarios y las prestaciones sociales generadas durante el tiempo que la pretensora estuvo cesante, resulta ser una consecuencia lógica del reintegro sin solución de continuidad ordenado. Dicho aspecto además, se convierte en una concreción definitiva de la orden judicial de tutela transitoria –fls. 38 a 70-. Según se observa de varios documentos allegados al infolio, dicha medida se ha venido cumpliendo por parte de la entidad demandada, amén que ha cancelado cesantías, primas legales y extralegales causadas con posterioridad al reintegro de la trabajadora –fls. 103, 104, 118 y 119- y ha mantenido la afiliación al sistema de seguridad social –fls. 105 y ss-.

Alega además la censora, que deben tenerse en cuenta unos valores que la rea del proceso ha cancelado sin tener la obligación legal de hacerlo, en suma equivalente a $4.000.000, sin embargo, tal afirmación no concuerda con el haz probatorio, toda vez que del mismo se desprende que lo que ha pagado la sociedad pasiva de la acción corresponde a las prestaciones que por ley están a su cargo, así como a los aportes a la seguridad social y parafiscales que su calidad de patrono le imponen. No existe documento alguno que refleje pago de alguna cifra mayor o que no correspondiera y que pueda ser reconocida por esta vía, lo que denota lo deleznable y vacío del argumento de la recurrente sobre el particular.     

En cuanto a la condena en costas, de las que la togada recurrente pide que se absuelva a su poderdante, la Sala se permite considerar lo siguiente:

El artículo 392 del Estatuto Procedimental Civil, aplicable en materia laboral por remisión analógica autorizada por el canon 145 del Compendio Instrumental Laboral, establece respecto a las costas que: 

“En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condenación en costas se sujetará a las siguientes reglas:

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso,(…)” (negrillas para destacar).

Esta redacción normativa, no implica cosa distinta a que las costas sólo se pueden imponer en aquellos asuntos en los que exista controversia y, de una  forma automática, las carga a la parte que resulte vencida en el juicio, sin hacerse distinción sobre los comportamientos procesales adoptados por las partes, esto es, si hubo una actuación de buena o mala fe, verificándose eso sí, al tenor del literal 9º de dicha norma, que es necesario verificar que si se hayan causado dichas costas procesales.  

Lo anterior permite concluir que las costas se convirtieron en una forma de responsabilidad objetiva, en la que una vez verificado el resultado del objeto litigioso, se produce el deber pagar por parte de quien resultaré vencido en juicio. De esta forma lo ha interpretado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en el siguiente pronunciamiento jurisprudencial:

“Como se sabe, entratándose de la imputación al pago de las costas procesales, el título XX del Código de Procedimiento Civil, adoptó un criterio eminentemente objetivo, esencialmente caracterizado por condicionar su imposición, sin otras cortapisas, al vencimiento puro y simple de la parte, esto es, sin reparar en la mala fe o la temeridad de su comportamiento. A diferencia, pues, de lo prescrito en el Código Judicial de 1931, en el que la condena al pago de las costas se encontraba supeditada, básicamente, a que el litigante sostuviese “temeraria o maliciosamente, sin razón o fundamento apreciable, cualquier acción, excepción, oposición o incidente”, el ordenamiento en vigor, dada la innegable dificultad práctica de comprobar los anteriormente reseñados aspectos subjetivos y tomando en consideración la moderna calificación de las costas como una disminución del derecho en pleito que debía resarcirse junto con éste, acudió a un mecanismo caracterizado por su simplicidad, aún a riesgo de reducir la amplitud que el sistema derogado podía ofrecer, consistente en atribuirle al vencido, sencillamente por ser tal, la obligación de pagar las costas del proceso”
(negrillas y subrayas para destacar).

Se reitera pues, que la imposición de las costas procesales a cargo de la parte vencida en el proceso, está alejada de cualquier valoración subjetiva, respecto de la conducta de las partes, centrándose únicamente en establecer la parte que resultó vencida en el proceso y en la correspondiente acreditación de la causación de las mismas, teniéndosele además, como una forma de resarcir el desgaste del derecho en litigio.  

La subjetividad, esto es la actuación dolosa o culposa de las partes, quiso dejarla el legislador para analizar lo relativo a la responsabilidad patrimonial de éstas por sus actuaciones procesales (art. 72 C.P.C), mas no, se itera, como un criterio determinante de la imposición de condena en costas.

En el caso concreto, se tiene que la Terminal de Transportes S.A. resultó vencida ente proceso, al imponérsele en forma definitiva el reintegro y pago de las prestaciones y salarios dejados de percibir por la actora, lo que permite denominársele como la parte vencida del proceso y por tanto, siguiendo las voces del canon 392 del C.P.C., será la llamada a responder por las costas, en tanto que las mismas se causaron, al verse avocada la promotora del juicio a acudir a un proceso para la restitución definitiva de su cargo, lo que implica per se la asunción de ciertos gastos.

En conclusión, se observa que las afirmaciones de la togada apelante carecen de fundamento y contundencia para desvirtuar las bases en las que se afinca el fallo judicial de primer grado, siendo ineludible la confirmación de éste.  
Costas en esta instancia a la cargo de la parte que apela.
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
FALLA

CONFIRMAR la sentencia revisada.
Costas en esta sede a cargo de la parte demandada.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA 
             
      HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
[�] Colegio de Abogados del Trabajo.


� Sentencia C-531 de 2000.M.P. Dr. ALVARO TAFUR GALVIS.


� Sentencia del 30 de agosto de 1999. Rad. 5151. M.P. Dr. JORGE ANTONIO CASTILLO RUGELES.
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